
pueden resignarse aún a vivir entre iguales. No siendo por esto, creo que casi todo el 
mundo, en el estado actual de la opinión en materias políticas y económicas, reconocería lo 
injusto de excluir a la mitad de la raza humana del mayor número de ocupaciones lucrativas 
y de casi toda elevada posición, y decretar, o que por el hecho de su nacimiento las mujeres 
no son ni pueden llegar a ser capaces de desempeñar cargos legalmente accesibles a los 
miembros más estúpidos y más viles del otro sexo, o que, a pesar de su aptitud, les estarán 
vedados esos cargos y reservados exclusivamente a los varones. 
 
     En los siglos XVI y XVII apenas se pensaba en invocar otra razón que el hecho mismo 
para justificar la incapacidad legal de las mujeres, y no se atribuía a inferioridad de 
inteligencia, en que nadie realmente creía; las luchas de la vida pública ponían a prueba la 
capacidad de las gentes, y las mujeres no se eximían enteramente de tomar parte en tales 
luchas. La razón que alegaban entonces, no era la ineptitud de las mujeres, sino el interés de 
la sociedad, es decir, el interés de los hombres; del mismo modo que la frase razón de 
Estado, significaba la conveniencia del gobierno y la defensa de la autoridad constituida, y 
bastaba para explicar y excusar los más horribles crímenes. En nuestros días, el poder usa 
un lenguaje más insidioso, y cuando oprime a cualquiera, alega siempre que es para hacerle 
bien. En virtud de este cambio, cuando se prohíbe algo a las mujeres, se empieza por decir 
con antipático tartufismo que al aspirar a esos puestos se salen del verdadero camino de la 
felicidad. Para que esta razón fuese plausible (no digo buena), sería preciso que quien la 
propala tuviese valor para emprender el camino de la experiencia, como hasta el día no lo 
emprendió nadie. No basta sostener que las mujeres son, por término medio, inferiores a los 
hombres en lo que se refiere a las más altas facultades mentales, o que hay menos mujeres 
propias para desempeñar funciones que exigen gran inteligencia. Es preciso sostener en 
absoluto que ninguna mujer es propia para tales funciones, y que las más eminentes son 
inferiores en mérito intelectual al hombre más zote, a quien estas funciones se confían hoy; 
porque si la función se ganase por concurso o por vía electoral, con todas las garantías 
capaces de servir de salvaguardia al interés público, no habría que temer que ningún 
empleo importante cayese en manos de mujeres inferiores al tipo mediano viril o a la 
medianía de sus competidores del sexo masculino. Lo más que podría suceder, es que 
hubiese menos mujeres que hombres ejerciendo tales cargos, lo cual ocurriría siempre, 
porque la mayoría de las mujeres preferirían probablemente la única función que nadie 
puede disputarles. 
 
 
 
 
Capítulo XVI 
Las mujeres han revelado la misma aptitud que el hombre para los cargos públicos.-
Perjuicios que se irrogan a la sociedad con esterilizar el talento de la mujer.-Los límites de 
la acción femenina los ha de señalar su ejercicio práctico.-Altas dotes de gobierno de la 
mujer, probadas por la experiencia. 
 
     Por otra parte, el detractor más apasionado de la mujer no se atreverá a negar que, si a la 
experiencia del presente añadimos la del pasado, las mujeres, y no en corto número, sino en 
gran cantidad, se han mostrado capaces de hacer tal vez, sin excepción alguna, lo que hacen 
los hombres, y hacerlo con éxito y gloria. A lo sumo, podrá decirse que hay empresas en 



que no han logrado tanto éxito como ciertos hombres; que en otras no han obtenido el 
primer puesto; pero en pocas que dependan de las facultades intelectuales han dejado de 
alcanzar el segundo. ¿No es bastante, no es sobrado para probar que supone tiranía contra la 
mujer y perjuicio para la sociedad el no consentirla entrar en concurso con los hombres en 
el ejercicio de las funciones sociales, intelectuales y políticas? ¿No nos consta que mil 
veces las desempeñan hombres mucho menos aptos que las mujeres que les vencerían en 
cualquier equitativo concurso? ¿Hay tal sobra de hombres aptos para las altas funciones, 
que tenga derecho la sociedad a despreciar los servicios de una persona competente? 
¿Estamos tan ciertos de tener siempre a mano un varón ilustre para toda función social 
importante que pueda vacar, que no perdamos nada con declarar incapaz a medio género 
humano, rehusando a priori tomar en cuenta sus facultades, su talento y sus méritos? Aun 
cuando pudiésemos prescindir de esta suma de facultades, ¿cómo conciliar la justicia con la 
negación de la parte de honor y distinciones que les pueda caber y del derecho moral de 
todo ser humano a escoger sus ocupaciones (excepto las que ceden en perjuicio de otros), 
según sus propias preferencias y por cuenta propia? 
 
     Y no para aquí la injusticia, pues daña también a los que podrían aprovecharse de los 
servicios de esas mujeres hoy incapacitadas. Estatuir que determinadas personas estén 
excluidas de la profesión médica, del foro o del Parlamento, es, no sólo lesionar a esas 
personas, sino a cuantas quisiesen utilizar sus servicios médicos, forenses o parlamentarios; 
es suprimir, en detrimento suyo, la influencia que un número mayor de concurrentes 
ejercería sobre los competidores; es restringir el campo de su elección y la libertad de su 
iniciativa. 
 
     Me limitaré, en los detalles de mi tesis, a las funciones públicas, y creo que bastará; pues 
si logro probar mi tesis en este punto, se me concederá fácilmente que las mujeres deberían 
ser admitidas a las demás ocupaciones. Empezaré por una función muy diferente de todas, 
en la que no se las puede disputar su ejercicio alegando ninguna excepción basada en la 
fisiología. Quiero hablar del derecho electoral, así en el Parlamento como en los Cuerpos 
provinciales y municipales. El derecho a tomar parte en la elección de los que han de 
recibir mandato público, es distinto del derecho de concurrir a la obtención del mandato. Sí 
no pudiésemos votar a un candidato para el Parlamento sino a condición de tener las 
mismas cualidades que debe reunir el candidato, el gobierno sería una oligarquía muy 
restringida. La posesión de votos para la elección de la persona que ha de gobernarnos, es 
un arma de protección en manos quien carece de condiciones para ejercer la función 
gubernamental. 
 
     Hay que suponer que las mujeres son aptas para esta elección, puesto que la ley les 
concede derecho electoral en el caso más grave para ellas. La ley permite a la mujer que 
escoja el hombre que debe gobernarla hasta el fin de su vida, y siempre supone que esta 
elección se ha hecho voluntariamente. En casos de elección para los cargos públicos, toca a 
la ley rodear el ejercicio del derecho del sufragio de todas las garantías y restricciones 
necesarias; pero cualesquiera que sean las precauciones que se tomen con los hombres, no 
se precisa tomar más con las mujeres. Cualesquiera que sean las condiciones y restricciones 
impuestas al hombre para admitirle a tomar parte en el sufragio, no hay ni sombra de razón 
para no admitir a la mujer bajo las mismas condiciones. Probablemente la mayoría de las 
mujeres de una clase compartiría las opiniones de la mayoría de los hombres de esta clase 



misma, a menos que la cuestión se refiriese a los intereses de su sexo, en cuyo caso el 
derecho de sufragio vendría a ser para las mujeres única garantía de que sus reclamaciones 
se examinasen con equidad. Esto lo creo evidente aun para los que no comparten las demás 
opiniones que yo defiendo. Aun cuando todas las mujeres fuesen esposas; aun cuando todas 
las esposas debieran ser esclavas, paréceme doblemente necesario conceder a esas esclavas 
protección legal, porque ya sabemos la protección que los esclavos pueden esperar cuando 
por sus amos están hechas las leyes. 
 
     En cuanto a la aptitud de las mujeres, no sólo para tomar parte en las elecciones, sino 
para ejercer funciones públicas o profesiones que lleven consigo pública responsabilidad, 
ya he advertido que esta consideración nada importa en el fondo a la cuestión práctica que 
discutimos. En efecto, toda mujer que sale adelante en la profesión que se le ha permitido 
abrazar, prueba, ipso facto, que es capaz de desempeñarla. En cuanto a los cargos públicos, 
si el régimen político del país está constituido de manera que excluya al hombre incapaz, 
excluirá también a la mujer incapaz; y si no es así, el mal no aumenta ni disminuye porque 
el funcionario incapaz sea una mujer en vez de un hombre. Desde que reconocemos en 
algunas mujeres, por pocas que sean, capacidad para llenar tales cargos, las leyes que se los 
vedan no pueden justificarse con apreciaciones severas de las aptitudes de la mujer en 
general. Pero si esta consideración no toca a lo esencial de la cuestión, no por eso niego su 
valor; examinada sin prejuicios, da nueva fuerza al argumento contra la incapacidad de la 
mujer, y le presta el apoyo de altas razones de utilidad pública. 
 
     Eliminemos desde luego toda consideración psicológica que tire a probar que las 
supuestas diferencias mentales entre el hombre y la mujer no son sino efecto natural de 
diferencias de educación, y, lejos de indicar una inferioridad radical, prueban que en su 
naturaleza no existe ninguna fundamental diferencia. Veamos las mujeres como son o como 
consta que han sido, y juzguemos la aptitud que han revelado ya en graves asuntos. Es 
evidente que, hoy, pueden seguir haciendo lo que ya hicieron (no me parece que me 
extralimito). Si consideramos cuán esmeradamente las desvía su educación de los objetos y 
ocupaciones reservadas a los hombres, en lugar de prepararlas, como a ellos se les prepara, 
a la función pública, se verá que no me muestro muy exigente, cuando me contento con 
tomar por base lo que las mujeres han llegado a conseguir en realidad. Una prueba 
negativa, en el caso presente, no tiene más que insignificante valor, mientras la más leve 
prueba positiva no admite réplica. No cabe deducir que ninguna mujer podrá jamás ser un 
Homero, un Aristóteles, un Miguel Ángel o un Beethoven, por la razón de que ninguna 
mujer haya producido hasta el día obras maestras comparables a las de esos poderosos 
genios, en los géneros en que brillaron. Este hecho negativo deja la cuestión indecisa y la 
entrega a las discusiones psicológicas. Pero es cierto, es indudable que la mujer ha podido 
ser una reina Isabel, una Débora o una Juana de Arco; esos son hechos, no raciocinios. Por 
lo demás, es curioso que las únicas cosas que la ley actual veda a la mujer sean las mismas 
de que se ha mostrado capaz. Ninguna ley prohíbe a las mujeres escribir dramas como 
Shakespeare ni óperas como Mozart; pero la reina Isabel y la reina Victoria, si no hubiesen 
heredado el trono, no hubiesen podido ejercer la más ínfima función política, y ya sabemos 
la talla política que la primera de estas dos reinas alcanzó. 
 
     Si la experiencia prueba algo, fuera de todo análisis psicológico, es que aquello de que 
las mujeres están excluidas es justamente para lo que mas sirven, puesto que su vocación 



para el gobierno se ha probado y ha brillado en las circunstancias singulares en que 
pudieron demostrarla, mientras en los caminos gloriosos que, al parecer, les estaban 
abiertos, no han obtenido tanta prez. La historia inscribe en sus anales corto número de 
reinas en comparación con el de reyes; y aun dentro de este corto número, la proporción de 
las mujeres que han mostrado genio para gobernar es mucho mayor que el del hombre, aun 
cuando muchas reinas han ocupado el trono en circunstancias bien difíciles. Es preciso 
notar que también han solido distinguirse por mostrar las cualidades más opuestas al 
carácter peculiar y convencional que se atribuye a su sexo, luciéndose tanto por la firmeza y 
vigor en regir el Estado como por su inteligencia y diplomacia. Si a las reinas y 
emperatrices sumamos las regentes y las gobernadoras de provincias, la lista de las mujeres 
que brillantemente han gobernado a los hombres resulta muy larga. 
 
 
 
 
Capítulo XVII 
Los favoritos y las favoritas.-¿Qué aptitudes especiales tienen las madres, esposas y 
hermanas de los reyes, que no tienen las de los súbditos?-Atrofia de las facultades de la 
mujer. 
 
     Este hecho es tan indiscutible, que para refutar los argumentos hostiles al principio 
establecido se recurre a un insulto nuevo, diciendo que si las reinas valen más que los reyes, 
es porque en tiempo de los reyes las mujeres son las que gobiernan, mientras en tiempo de 
las reinas gobiernan los hombres. 
 
     Es perder tiempo argumentar contra una bufonada insulsa; pero cierta clase de razones 
causa impresión en la gente irreflexiva, y he oído citar esta broma a personas que parecían 
encontrar en ella algo serio y muy profundo. De todos modos, la supuesta gracia me servirá 
también de punto de partida en la discusión. Niego, por lo pronto, que en tiempo de los 
reyes gobiernen las mujeres. Los ejemplos, si hubiese alguno, son del todo excepcionales; y 
si los reyes débiles han gobernado mal, tan frecuente es que haya sucedido por influencia 
de sus favoritos como por la de sus favoritas. Cuando una mujer guía a un rey mediante el 
amor, no hay que esperar buen gobierno, aunque existan algunas excepciones. En desquite, 
vemos en la historia de Francia dos reyes que entregaron voluntariamente la dirección de 
los negocios, durante muchos años, el uno a su madre, el otro a su hermana: este último, 
Carlos VIII, era un niño, pero se ajustaba a las intenciones de su padre Luis XI; el otro, 
Luis IX, era el rey mejor y más enérgico que ocupó el trono desde Carlo-Magno. Ambas 
princesas gobernaron de tal modo, que ningún príncipe las aventajó. 
 
     El emperador Carlos V, el soberano más hábil de su siglo, que tuvo a su servicio mayor 
número de hombres de talento que ningún príncipe, y que era muy poco dado a sacrificar 
intereses a sentimientos, confió, durante toda su vida, el gobierno de los Países Bajos, 
sucesivamente, a dos princesas de su familia (después las reemplazó otra tercera), y la 
primera, Margarita de Austria, pasa por uno de los mejores políticos de la época. Basta con 
esto para el primer punto de la cuestión; pasemos al otro. 
 


